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Consejo Superior de la Judicatura 
Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
SOLEDAD – ATLANTICO  

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 

SOLEDAD, PRIMERO (01) DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTITRES (2023). 

ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD. No 2022-0183/ T02-2023-00017-01 S.I 
ACCIONANTE: LESLIE CRISTINA REYES BULA en representación del menor SAMUEL ALEXANDER 
MESA REYES 
ACCIONADO: SALUD TOTAL EPS  
 
INFORME SECRETARIAL: Señor Juez a su Despacho la presente impugnación de tutela, informándole 
que el fallo data de junio de 2022 y el auto que concede impugnación de julio de 2022, no obstante, la 
misma fue remitida a este Juzgado el 30 de junio de 2023. 
 

ASUNTO A TRATAR 
 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido por el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL MIXTO DE SOLEDAD, el 13 
de junio de 2022 dentro de la acción de tutela impetrada por la señora LESLIE CRISTINA 
REYES BULA en representación del menor SAMUEL ALEXANDER MESA REYES, en 
contra de SALUD TOTAL EPS, por la presunta vulneración de su derecho fundamental 
a la SALUD, SEGURIDAD SOCIAL, VIDA DIGNA, LEGALIDAD, IGUALDAD, DIGNIDAD 
HUMANA 

HECHOS 

 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 
De conformidad con los hechos expuestos el accionante solicita: 
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DE LA ACTUACIÓN 

 
La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL MIXTO 
DE SOLEDAD a través de auto calendado el 27 de mayo de 2022, ordenándose oficiar 
a la entidad de salud accionada a fin de que rindieran un informe sobre los hechos de la 
acción de tutela. Además, vincula al trámite a SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 
SALUD,a la CLÍNICA LA MISERICORDIA INTERNACIONAL y a ESTIMA S.A.S. IPS 
Informes que fueron presentados en los siguientes términos  
 
INFORME SALUD TOTAL EPS 
YOLIMA RODRIGUEZ HINCAPIE, en calidad de Representante Legal de SALUD 
TOTAL EPS-S S.A., Sucursal Barranquilla, manifestó: 
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INFORMELA MISERICORDIA CLINICA INTERNACIONAL 
LUIS HERNANDO ORTIZ ROSERO, en calidad de Director Jurídico, manifestó: 
 

 

 
 

INFORME SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD  
CLAUDIA PATRICIA FORERO RAMIREZ, en calidad Subdirector Técnico, 
adscrito a la Subdirección de Defensa Jurídica, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL MIXTO DE SOLEDAD, a través de 
providencia calendada el 13  de junio de 2022, resolvió la solicitud de amparo, fallo del 
cual se transcribe su parte resolutiva: 
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FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 

 
Inconforme con la decisión del a quo, la señora YOLIMA RODRIGUEZ HINCAPIÉ, en 
calidad de administrador suplente de la accionada SALUD TOTAL EPS, impugnó el fallo 
manifestando: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 
Corresponde al Despacho determinar si SALUD TOTAL EPS se encuentra vulnerando 
los  derechos  fundamentales  invocados   por la  señora   LESLIE CRISTINA REYES 
BULAA en representación del menor SAMUEL ALEXANDER MESA REYES,  al  no 
autorizar el servicio de transporte a fin de poder acudir a los controles ordenados por su  
médico  tratante  en  virtud  del  padecimiento  de  salud  que  le  aqueja.  
 
¿Se dan los presupuestos jurídico - fácticos para modificar la decisión impugnada en los 
términos formulados por la accionada? 
 

FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 44, 46, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política Decreto 2591 de 1991. Sentencia T-1071-2001, T- 105-2009, T – 
695 -2007, T- 760-2008, T- 346-2009, C- 252-2010, T- 371-2010, T- 650-2009, T- 587-
2010,  T-824-2010, T- 855-2010, T – 084 – 2011, T- 392-2011, T- 105-2014, T- 799-
2014, T- 802-2014,  entre otras.  

 
CONSIDERACIONES 

 
El Constituyente del 1991, se preocupó por consagrar no sólo una completa declaración 
de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
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Fue así como el Texto Constitucional, incorporó por vez primera en el ordenamiento 
jurídico colombiano, las llamadas acciones constitucionales. Entre éstas, se encuentra 
la acción de tutela, mecanismo que protege los derechos fundamentales, cuando éstos 
resulten amenazados o vulnerados, por cualquier autoridad pública y por los 
particulares, éstos últimos en los precisos casos señalados en la ley. 
 
A continuación, se realizará un estudio de los derechos fundamentales respecto de los 
cuales se solicita el amparo por parte de la actora: 
 
EL DERECHO A LA VIDA: Consagrado en el artículo 11 de nuestro Estatuto 
Constitucional al señalarlo como un derecho inviolable, siendo este fundamental, de 
exigente aplicación. Es el soporte sobre el cual se desarrollan los demás derechos y su 
efectiva protección corresponde a la plena vigencia de los fines del Estado Social de 
Derecho, constituyendo así una responsabilidad esencial. Es obligación primaria de las 
autoridades la de proteger a todas las personas residentes en Colombia en sus vidas y 
en sus demás derechos, entre ellos el de la integridad personal, tal como lo proclama el 
artículo 2º de la Constitución.    
       
EL DERECHO A LA SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL: Señalado en el Art. 49 de la 
Constitucional Política. La salud es un derecho constitucional fundamental, no 
solamente, por guardar estrecha relación con los derechos a la vida, la integridad 
personal y la Dignidad humana. A partir de la sentencia T – 960 de 2008 la Corte 
Constitucional le dio ese carácter como derecho  autónomo. 
 
El reconocimiento de la salud como derecho fundamental se halla en consonancia con 
la evolución de su protección en el ámbito internacional. 
 

CASO CONCRETO 
 
En  el  presente  caso  se  entrará  a  verificar  la  presunta  trasgresión  de  los  derechos 
fundamentales  invocados por la señora  LESLIE CRISTINA REYES BULA en 
representación del menor SAMUEL ALEXANDER MESA REYES,   presuntamente 
vulnerados  por SALUD  TOTAL EPS  al  no  proceder  a  cubrir  el  costo de  transporte 
entre  el  municipio  de  Soledad  y  la  ciudad  de  Barranquilla  a  fin  de  poder  asistir  
al tratamiento  prescrito  por  su  médico  tratante  en  virtud  del  diagnóstico  de TDAH 
(TRASTORNO POR DEFICIT DE ATENCIÓN CON HIPERACTIVIDAD)  que padece. 
 
De las pruebas arrimadas al plenario, se evidencia que el agenciado es una menor de 
edad que además por su estado de salud se encuentran en un estado de indefensión 
que  requiere  de  la  intervención  del  estado, situación  que  le hacen  sujeto  de  doble 
protección constitucional.  
 
Pues bien, la Corte Constitucional ha establecido que la acción de tutela es un medio 
judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto al derecho a la 
salud, especialmente frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de 
debilidad manifiesta (inciso final art.13 Const.), entre los que están los niños y niñas, las 
personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De 
tal manera ha expresado: 
 
“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en 
el sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad 
manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de 
los niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P.arts.13,46y47), la salud tiene 
el alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de 
demostrar conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer 
su protección constitucional a través de la acción de tutela.” 
 
A juicio del Despacho y de conformidad con jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
resulta viable conceder el reconocimiento de los gastos correspondientes a transporte 
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de la menor agenciada y que resultan necesarios para acceder al servicio que requiere 
con urgencia e imperiosa necesidad, máxime cuando en ese caso la actora manifiesta 
no contar con recursos necesarios para poder desplazarse y resulta difícil  disponer  de  
una  suma  mensual  a  fin  de  poder  asistir  a  los  controles/terapias  ordenados,  
situación  que  no    fue desvirtuada  por  parte  de  la  accionada  quien  a  su  vez  solo  
se  limitó  a  señalar  que  el menor se encuentra adscrito a dicha entidad bajo el régimen 
subsidiado en calidad de beneficiario, al respecto tenemos que la Jurisprudencia señala, 
casos en los que“(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos 
económicos suficientes para pagar el valor del traslado y(ii) de no efectuarse la remisión 
se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario." 
 
De conformidad con lo anteriormente expuesto, teniendo en cuenta  que la  accionante 
tiene  su  domicilio  el  municipio  de Soledad y  debe  desplazarse  a  la  ciudad  de 
Barranquilla a fin de acceder al tratamiento de conducta en la IPS dispuesta para ello, 
aun  cuando  carecen  de  recursos  económicos  para  el  respectivo  traslado  debiendo 
asumir  los  gastos  del  mismo, situación  puesta  de  presente  en  la  solicitud  de  
amparo bajo la gravedad de juramento, considerando a su vez que el auxilio de 
transporte en condiciones  dignas  resulta  necesario  teniendo  en  cuenta  los  
padecimientos  de  salud que  padece  la  menor  agenciada, se confirmará el  fallo  de  
primera  instancia,  a  fin  de garantizar a la menor la continuidad del tratamiento que 
debe recibir, en atención a que los gastos de traslados se convierten  en un barrera para 
ello dadas las circunstancias económicas  de  la familia. 
 
Asimismo, queda acreditado para este Despacho el diagnóstico del menor de edad y el 
ordenamiento realizado por el medico tratante para el manejo de su diagnóstico, además 
la parte accionada asegura que la aquí accionante y representante del menor hace 
aportes a salud hasta por 1 millón de pesos, situación que no es de recibo para este 
Juzgado ya que tal situación no garantiza que existan los médicos económicos para 
sufragar los gastos de transporte desde Soledad a Barranquilla.  
 
 
Frente a lo anterior, la Sentencia T 122 de 2021 señala: 
 
“5.1.La efectividad del derecho fundamental a la salud abarca las garantías  de  accesibilidad  e  

integralidad  de  los  servicios  requeridos por los usuarios del Sistema de Salud 
 

82.Uno de los elementos de este derecho fundamental que tanto la Ley   1751   de   2015   
como   la   jurisprudencia   constitucional   han reconocido  es  el  de  su accesibilidad. En  los  

términos  de  la  ley estatutaria   mencionada,   este   principio   de   accesibilidad   exige 
que“[l]os servicios y tecnologías  de  salud  deben  ser  accesibles  a todos,   en   condiciones   

de   igualdad,   dentro   del   respeto   a   las especificidades  de  los  diversos  grupos  
vulnerables  y  al  pluralismo cultural.” El   elemento  mencionado,   a   su  vez,   comprende   
cuatro dimensiones:   (i)   no   discriminación,   (ii)   accesibilidad   física,   (iii) accesibilidad    

económica    (asequibilidad)    y    (iv)    acceso    a    la información. 
 

83.Para   efectos   de   esta   providencia,   resultan   particularmente interesantes  los  
elementos  de  accesibilidad  física  y  económica.  En virtud  del  primero, “los 

establecimientos, bienes y servicios de salud deberán  estar  al  alcance  geográfico  de  todos  
los  sectores  de  la población,  en  especial  los grupos vulnerables o marginados.” A partir de 

este elemento, esta Corporación ha establecido que 

“  (...)  una  de  las  limitantes  existentes  para  el  efectivo  goce  y protección del derecho a la 
salud consiste en la dificultad que tienen las personas cuando deben trasladarse desde su 

residencia hasta el centro médico donde les será prestado el servicio de salud requerido, toda  
vez  que  algunos  procedimientos  pueden  no  tener  cobertura  en la zona geográfica donde 
habita el usuario, o incluso a pesar de estar disponible  en  el  mismo  lugar  de  su  residencia,  
les  resulta  imposible asumir  los  costos  económicos  que  supone  el  transportarse  hasta  el 

centro   de   atención médica.   En   consecuencia,   este   tipo   de restricciones no pueden 
convertirse en un impedimento para obtener la  atención  de  su  salud,  especialmente  si  se  
trata  de  sujetos  de especial  protección  constitucional  como  lo  son  las  personas  de  la 

tercera edad, o quienes se encuentran en extrema vulnerabilidad en razón  a  su  condición  de  
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salud  o  por  corresponder  a  personas  que han sido víctimas del desplazamiento forzado 
entre otros casos.” 

84.Por   su   parte,   con   respecto   al   elemento   de   accesibilidad económica  
(asequibilidad),  este  Tribunal  ha  establecido,  basado  en la doctrina internacional sobre el 

tema, que 

“(...) los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar al  alcance  de  todos,  en  
especial,  la  equidad  exige  que  sobre  los hogares  más  pobres  no  recaiga  una  carga  

desproporcionada,  en  lo que se refiere a los gastos de salud, en comparación con los hogares 
más ricos.” 

Específicamente, la Corte ha recordado: 

“Los pagos  por  servicios  de atención   de   la   salud   y   servicios relacionados  con  los  
factores  determinantes  básicos  de  la  salud deberán basarse en el principio de la equidad, a 
fin de asegurar que esos  servicios,  sean  públicos  o  privados,  estén al  alcance  de  todos, 

incluidos los grupos socialmente desfavorecidos.”[ 

85.El otro principio que resulta pertinente a la luz de los casos de la referencia  es  el  de 
integralidad.  De  acuerdo  con  el  Artículo  8  de  la Ley 1751 de 2015, los servicios y 

tecnologías en salud que requieren los  usuarios  del  Sistema  de  Salud  deben  proveerse“ de  
manera completa   para   prevenir,   paliar   o   curar   la   enfermedad,   con independencia del 

origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema  de  provisión,  cubrimiento  o  
financiación  definido  por  el legislador.” 

De  esta  garantía  se  deriva,  en  los  términos  de  la misma  norma,  una  prohibición  de  
fragmentar “la responsabilidad en la  prestación  de  un  servicio  de  salud  específico  en  

desmedro  de  la salud  del  usuario.” 

Como  resultado  de  este  principio,  la  Corte Constitucional ha  interpretado  que  el  servicio  
de  salud  debe  ser prestado   de   manera   eficiente, con   calidad y   de   manera oportuna, 

antes, durante y después de la recuperación del estado de salud de la persona. 

5.2.El  derecho  a  la  salud  de  los  sujetos  de  especial  protección constitucional tiene 
carácter prevalente 

86.Dicho esto, como se lee en los apartes citados anteriormente, la garantía  del  derecho  a  la  
salud  de  sujetos  de especial  protección constitucional es reforzada. En los términos del 

Artículo 11 de la Ley 1751 de 2015: “La atención de niños, niñas y adolescentes, mujeres en 
estado de embarazo, desplazados, víctimas de violencia y del conflicto armado, la  población  

adulta  mayor,  personas  que  sufren  de  enfermedades huérfanas y personas en condición de 
discapacidad, gozarán [sic] de especial  protección  por  parte  del  Estado.  Su  atención  en  
salud  no estará   limitada   por   ningún   tipo   de   restricción   administrativa   o económica.” 

87.Esta previsión está también alineada con la jurisprudencia de la Corte   Constitucional. En   
la   Sentencia   T-760   de   2008,   esta Corporación estableció: “La Corte Constitucional ha 

reconocido y tutelado principalmente el derecho   a   la   salud,   de   los   sujetos   de   especial   
protección constitucional.  En  primer  lugar  ha  protegido  a  los  niños  y  las  niñas, cuyo   
derecho   a   la   salud   es   expresamente   reconocido como fundamental  por  la  Carta  

Política  (art.  44,  CP).  Pero  también  ha reconocido  la  protección  especial  que  merecen,  
por  ejemplo,  las mujeres   embarazadas,   las   personas   de   la   tercera   edad   y   las 

personas con alguna discapacidad.” 

88.Teniendo  en  cuenta  los  hechos  que  la  Sala  estudia  en  esta ocasión, resulta 
particularmente interesante en la presente sentencia el caso de las personas de la tercera 

edad. La Corte ha dispuesto que  la  prestación  de  los  servicios  de  salud  que  requieran  
debe garantizarse   de   forma   continua,   permanente   y   eficiente   como consecuencia de la 

cláusula de Estado social de derecho consagrada en la Constitución. Esta Corporación ha 
planteado esta obligación en la medida que las personas de esta población “tienen derecho a 

una protección   reforzada   en   salud,   en   atención   a   su   condición   de debilidad  
manifiesta  y  por  el  hecho  de  ostentar -desde  el  punto  de vista  constitucional-el  rol  de  

sujeto  privilegiado.” 
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La  Corte  ha basado  tal  interpretación  en  el  Artículo  46  de  la  Constitución,  de 
conformidad   con   el   cual“[e]l  Estado,  la  sociedad  y  la  familia concurrirán  para  la  
protección  y  la  asistencia  de  las  personas  de  la tercera   edad   y   promoverán   su   
integración   a   la   vida   activa   y comunitaria. ”Agrega dicha norma que“ el Estado les 

garantizará los servicios  de  la  seguridad  social  integral  y  el  subsidio  alimentario  en caso 
de indigencia.” 

Por  lo  anteriormente  expuesto,  a partir  de  las  circunstancias  fácticas  y  jurídicas  
que dieron  lugar al  ejercicio  de  la  presente  acción,  tomando  en  cuenta  la  
jurisprudencia previamente  enunciada,  y  las  consideraciones  particulares  de  la  
situación  puesta  en conocimiento  de  esta  agencia  judicial,  se puede  concluir la  
vulneración  de  los derechos  fundamentales  invocados por  LESLIE CRISTINA REYES 
BULA en representación del menor SAMUEL ALEXANDER MESA REYES  en contra 
de SALUD TOTALE PS. En suma, se confirmará el fallo de primera instancia proferido 
por el JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL MIXTO DE SOLEDAD, el 13 de junio de 
2022. 
 
En otro aparte, en atención a la demora en la remisión de la actuación a la sede de 
segunda instancia para la resolución de la impugnación contra el fallo de primera 
instancia, por un lapso de tiempo mayor a un año, sin observarse ninguna justificación 
al respecto, se dispondrá la compulsa de copias de la actuación a la comisión de 
disciplina judicial seccional Atlántico. 
  
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR 
MANDATO DE LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR en todas sus partes el fallo de primera instancia proferido el 
13 de junio de 2022 por   el JUZGADO   PRIMERO CIVIL MUNICIPAL MIXTO  DE 
SOLEDAD,  al interior  de  la  acción  de  tutela  impetrada  por  la  señora  LESLIE 
CRISTINA REYES BULA en representación del menor SAMUEL ALEXANDER MESA 
REYES en  contra  de  SALUD  TOTAL  EPS,  de  conformidad  con  lo  expuesto  en  la 
parte motiva de este proveído. 
 

SEGUNDO: Notificar esta providencia a las partes, al a-quo, así como al señor Defensor 
del Pueblo de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 
 
TERCERO: En   su   oportunidad   remítase   el   expediente   a   la   Honorable   corte 
constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 
 
CUARTO: En atención a la demora en la remisión de la actuación a la sede de segunda 
instancia para la resolución de la impugnación contra el fallo de primera instancia, por 
un lapso de tiempo mayor a un año, sin observarse ninguna justificación al respecto, se 
dispondrá la compulsa de copias de la actuación a la comisión de disciplina judicial 
seccional Atlántico, para que si lo consideran inicien la investigación correspondiente. 
 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA 

LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
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